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    A nuestros hijos:


    Ana María & Eduardo y Ricardo

  


  
    PRÓLOGO 
 CONSTANCIA


    Cuando yo estaba en el colegio, y el país apenas tenía 170 años, las dos autoras de este libro maravilloso se la pasaban pensando –me consta– en modos de sacar a los colombianos de la injusticia, de la inequidad y de la violencia. Existía una remotísima clase que se llamaba Cívica, de media hora a la semana, en donde se aprendían por encima las conquistas de la democracia que esta Suma de ideales explica a fondo y defiende con convicción, cuando más se está necesitando: todavía se hablaba en los salones de aquel tiempo de la separación de poderes, del gobierno del pueblo, de aquella Constitución regeneradora, de 1886, que empezaba “en nombre de Dios…”, y a mí me iba bien en la materia porque entendía los temas, pero sobre todo era porque tenía a María Teresa Garcés y a Marcela Romero aquí en mi vida. Así quién no. Así cualquiera.


    Cuando se empezó a hablar de la posibilidad de escribir una nueva Constitución, que retratara con precisión tanto el país plural que somos como el país incluyente que pretendemos ser, yo ya sabía que esa era la idea: la doctora Romero, mi mamá, que era la secretaria jurídica del Gobierno, había estado reuniendo constituciones de todos los países para darle forma a la propuesta. Cuando se instaló la Asamblea Nacional Constituyente, el martes 5 de febrero de 1991, yo estaba al día en lo que estaba pasando porque la doctora Garcés había sido una de las cuatro mujeres elegidas en las urnas –junto con 66 hombres de todo el espectro político– para pensar, debatir y redactar la nueva carta política del país: tendrían que haberla visto revisando hasta la última coma del texto, en la madrugada de la última sesión, para entender el tamaño de su compromiso.


    Ser testigo de ellas dos, de su amistad y de su vocación para reparar el mundo, ha sido, es y será un privilegio. Sonará extraño en estos días de partidos desdibujados, pero me parece importante contar que cuando se conocieron, dos menores de edad en la carrera de Jurisprudencia de la Pontificia Universidad Javeriana en pleno Frente Nacional, se hicieron buenas amigas –socias desde entonces–, aunque María Teresa viniera de una familia conservadora y Marcela hiciera parte de una familia liberal. Qué les iban a importar los pulsos bipartidistas a estas dos estudiantes extraordinarias. Al cierre de la presente edición, luego de un par de carreras memorables en la rama judicial, en el Gobierno Nacional y el distrital, y en la oficina de abogadas que montaron juntas, seguían compartiendo la valentía, la compasión, la juventud, la indignación ante las injusticias.


    En los últimos tiempos ha sido común acudir a los antihéroes de las ficciones, desde el escudero Sancho Panza hasta el padrino Vito Corleone, para investigar lo humano en todas sus acepciones. En los últimos años ha sido usual, incluso, inventarse dramas para comprender no sólo que los villanos están convencidos de que son los héroes, sino que, a diferencia de los dioses, no son de generación espontánea: los engendra la sociedad que los desprecia. Digo esto para explicar mi fascinación con las autoras de este libro: es que se trata de un par de personajes sin astucias ni lados oscuros ni cinismos, un par de heroínas a regañadientes, como suelen ser las verdaderas heroínas, cuyas vidas ejemplares han sido, son y serán una reivindicación de la bondad, de la ética. Ellas dos le devuelven el prestigio a ser honesto. Ellas dos le devuelven la gracia a repensarse las normas hasta el agotamiento y a cumplir con el deber.


    Qué extraño y qué bello ha sido ser testigo de este par de abogadas que jamás se han tomado a la ligera aquello de servirle al país.


    Dejo constancia de que se sentaron a escribir juntas este libro necesario e iluminador, que de manera brillante les revive la clase de Cívica a los ciudadanos de estos tiempos, porque venían notando que hoy en día ni siquiera podemos dar la democracia por sentada. Me consta que no han bajado la guardia. Me consta que no se resignan a que todo lo que hemos logrado en medio de semejante violencia –la reducción de algunas brechas, la defensa de ciertos derechos, la protección del pluralismo– termine confirmando el proverbio aquel de que “nadie sabe lo que tiene hasta que lo pierde”. Me consta que este texto sobre la Constitución de 1991, que pone en contexto la Carta que nos guía, deja en claro la importancia de asumirla y no cae en condescendencias porque de verdad cree en sus lectores, articula su llamado diario a respetar las reglas del juego y a asumir el criterio de la solidaridad.


    Qué curioso y qué reparador ha sido ser testigo de este par de autoras que no se han dado cuenta de lo mucho que han hecho por todos nosotros: de lo importantes que son.


    Para darle paso al libro de una vez, que el libro es un viaje que le devuelve a uno la fe en los principios republicanos –y sí que lo necesitamos–, cito una de sus frases ganadas a pulso: “¡Dejamos estos ideales constitucionales en su corazón y en sus manos!”, escriben. Y yo copio y pego esas palabras que no puedo ni quiero sacarme de la cabeza, claro, porque me consta que María Teresa Garcés y Marcela Romero han escrito este retrato de nuestra Constitución –de cómo nació, creció, se desarrolló y siguió con vida a pesar de todo– para desempolvar, para restaurar, para revivir los ideales por los que han luchado desde que se encontraron en los pasillos de la universidad. Es increíble, pero sí hay gente así. Sí hay dos abogadas dedicadas a las causas de la democracia. Sí hay dos colombianas que les entregan sus vidas a los demás. Soy testigo. Me consta. Yo las he visto metiéndole la vida entera a enmendar nuestro camino. Sé, porque sigo aprendiéndoles todo, que no han dejado de insistir en la utopía.


    Y lo que más me alegra de este texto es que, a partir de la página siguiente, miles y miles de lectoras y lectores van a tener la suerte que he tenido.


     


    Ricardo Silva Romero

  


  
    CAPÍTULO  2
 LA CONSTITUCIÓN DEL 91, INSPIRACIÓN ÉTICA PARA COLOMBIA


    Nuestra Constitución de 1991, como pacto social para restablecer la paz, es una suma de ideales para los colombianos y las colombianas, ya que contiene valores y principios que fundamentan la convivencia, y que todas las personas debemos respetar y defender, tanto a nivel individual como colectivo.


    La Carta Política hizo un importante aporte en la construcción de una ética social para la convivencia, cuya interiorización por la ciudadanía y los servidores públicos es tarea pendiente, luego de treinta años de vigencia de esta, dada la escasa pedagogía realizada que, precisamente, debe subsanarse en la actualidad.


     


    Dice el Preámbulo:

  

    El pueblo de Colombia, en ejercicio de su poder soberano, representado por sus delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección de Dios, y con el fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco jurídico, democrático y participativo que garantice un orden político, económico y social justo, y comprometido a impulsar la integración de la comunidad latinoamericana, decreta, sanciona y promulga la siguiente CONSTITUCIÓN.


    Si bien se invoca la protección de Dios, la Carta no asume una religión como oficial en el territorio colombiano, sino que garantiza la libertad de cultos14, la protección de todas las personas, independientemente de sus creencias, y el pluralismo ideológico y político15, e introduce una conceptualización de la sociedad colombiana como una comunidad fundada en unos valores que le dan sustento a la democracia. Se reconocen, así, la diversidad y la coexistencia de creencias e iglesias, dentro de un Estado laico.


    La Corte Constitucional reconoce a los principios y valores constitucionales superioridad sobre el ordenamiento jurídico, o sea que las leyes, los decretos leyes y los actos y actuaciones administrativos no pueden contradecirlos, ya que aquellos son las bases y finalidades que les dan soporte.


    La Corte Constitucional ha dicho que los principios expresan normas jurídicas para el presente; son el inicio del nuevo orden. Los valores, en cambio, expresan fines jurídicos para el futuro; son los propósitos que jalonan hacia el orden del mañana.


    Los valores del Preámbulo y del artículo 2 establecen fines a los cuales se quiere llegar. De los valores se derivan el sentido y la finalidad de las demás normas del ordenamiento jurídico, y sobre ellos se construyen el fundamento y la finalidad de la organización política. Esta enunciación no debe ser entendida como un agregado simbólico, sino como un conjunto de propósitos que irradien las relaciones entre los gobernantes y los gobernados, y se traduzcan en normas legislativas y en políticas públicas.


    Los principios constitucionales, a diferencia de los valores que establecen fines, consagran prescripciones jurídicas generales y se refieren a la naturaleza política y organizativa del Estado y de las relaciones entre los gobernantes y los gobernados. Su valor normativo debe ser entendido como una definición en el presente, sin la cual cambiaría la naturaleza misma de la Constitución, y, por lo tanto, toda la parte organizativa perdería su significado y su razón de ser16.


    VALORES CONSTITUCIONALES


    Es así como la República, que da vida al Estado social de derecho, tiene a la dignidad humana como su primer fundamento17, y esta, a su vez, es el cimiento de los siete principios que estructuran todo el ordenamiento constitucional: la libertad, la igualdad, la solidaridad, la justicia, el conocimiento y el trabajo. A estos valores se adiciona un aspecto esencial en la Constitución de 1991: la preservación del ambiente, íntimamente unida al derecho a la vida. Es necesario poner en el centro de toda acción política, social y económica a la persona humana.


    Para una mejor comprensión del afianzamiento de estos principios en el texto constitucional, basta recordar que es medular en su concepción del poder el origen de este en la soberanía popular,18 o sea que el poder de los gobernantes viene del pueblo y a él deben servir y responder.


    LIBERTAD


    Desde que existían las formas sociales más rudimentarias se ha presentado la tensión entre libertad y poder, la cual fue conciliada en las constituciones de Occidente, a partir de su cuna en Grecia y en Roma19. Desde la Política de Aristóteles se expresa la necesidad de que los medios de acción del poder no se concentren en una sola cabeza, sino que se repartan entre varios titulares, para evitar la arbitrariedad.


    A partir de nuestros antecedentes en las normas de Roma y del continente europeo, hemos organizado jurídicamente la protección de las libertades, empezando por las civiles: la libertad de contraer matrimonio, la libertad testamentaria, la libertad de comercio e industria, la propiedad privada, la seguridad personal de evitar arrestos o detenciones arbitrarios, la libertad de expresión, de reunión, de manifestación, de circulación.


    Nuestra Constitución no sólo recoge de manera exhaustiva los derechos y libertades, sino que les da prevalencia interna a los tratados y convenios ratificados por el Estado colombiano que reconocen los derechos humanos20, los cuales forman parte del bloque de constitucionalidad, y va más allá al reconocer también aquellos derechos inherentes a la persona humana, aunque no figuren expresamente en ellos21. Esto implica que al ejercer el control de constitucionalidad, la Corte examina las normas, no sólo con relación a los mandatos constitucionales, sino también con relación a las normas internacionales que se encuentran en el bloque de constitucionalidad, y puede declararlas inexequibles, por ser contrarias a estas últimas.


    IGUALDAD


    El principio de igualdad ha sufrido serias transformaciones a través de la historia de la humanidad. De una democracia que excluía a los esclavos en las ciudades griegas y en Roma, y a pesar de que la perspectiva de igualdad entre los hombres se encuentra en la Edad Media, en la igualdad ante Dios22, la humanidad y nuestro país tuvieron que recorrer un largo camino para dar fin a los privilegios, en cabeza de algunas personas; a las limitaciones al sufragio universal, a la esclavitud, al reconocimiento de los derechos políticos de los indígenas, de los afrocolombianos, de la mujer, como resultado de largas luchas sociales y políticas. En nuestras primeras constituciones, luego de la independencia de España, se impuso la visión de que sólo los hombres criollos, con propiedades, e ilustrados (que supieran leer y escribir) podían votar, de lo cual quedaban excluidos las mujeres, los pobres, los esclavos negros y los indígenas.


    ARTÍCULO 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.


    No se limita el texto de 1991 a establecer que todas las personas son iguales ante la ley, como lo hicieron las constituciones europeas de los siglos XVIII y XIX, sino que, a partir de reconocer una realidad social, económica, geográfica, cultural, que demuestra la profunda desigualdad existente, rechaza la discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica, y le ordena al Estado promover las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva, y adoptar medidas a favor de grupos discriminados o marginados.


    El artículo 13, que consagra este valor, es el pilar del Estado social de derecho y ordena al Estado emprender acciones positivas a favor de grupos y sectores en estado de debilidad o que han sido discriminados, lo que ha hecho en favor de las mujeres, los niños y las niñas, los indígenas, los afrocolombianos, los viejos, los discapacitados, los desplazados, las personas LGBTI.


    La igualdad implica el respeto por la diversidad racial, sexual, y por las diferentes creencias y expresiones culturales, lo cual hace de Colombia una democracia pluralista.


    La situación de inequidad y exclusión de grupos sociales, e incluso de regiones, contradice el principio de igualdad, fundamentado en la dignidad de la persona humana. Ha dicho la Corte Constitucional23:


    “… Sin la efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales, los derechos civiles y políticos son una mascarada. Y a la inversa, sin la


    

    SOLIDARIDAD - DEBERES


    

    

    

    
      	Respetar los derechos ajenos y no abusar de los propios. La armonía en la vida cotidiana está íntimamente ligada al respeto por los derechos de las demás personas: en el hogar, el vecindario, el trabajo, el espacio público, el transporte, los escenarios culturales y la recreación.


      	Obrar conforme al principio de solidaridad social, respondiendo con acciones humanitarias ante situaciones que pongan en peligro la vida o la salud de las personas. La vulnerabilidad propia de los seres humanos hace que, en determinadas situaciones, todos necesitemos apoyo de los demás, ya sea por limitaciones físicas originadas en circunstancias como la discapacidad o la edad, o por hechos como accidentes, atracos, incendios, terremotos y, en tales casos, tenemos la obligación de cumplir con este deber.


      	Respetar y apoyar a las autoridades democráticas legítimamente constituidas para mantener la independencia y la integridad nacionales. La obediencia civil a las autoridades es el corolario de su origen democrático y su legitimidad, la cual no es debida cuando se trata de regímenes dictatoriales o de actuaciones arbitrarias por parte de quienes detentan el poder.


      	Defender y difundir los derechos humanos como fundamento de la convivencia pacífica. El respeto de los derechos humanos es condición para la consecución de la paz; se descarta, entonces, la represión arbitraria o la simple fuerza para el logro de la convivencia, pues es claro que su respeto o su vulneración se aprenden. Como bien lo ilustró Barack Obama, a propósito de la violencia racista en Virginia, “Nadie nace odiando a otra persona por su color de piel o sus antecedentes o su religión”25.


      	Participar en la vida política, cívica y comunitaria del país. La participación ciudadana, que es garantizada a lo largo de toda la Constitución26, como un derecho, también se considera como una obligación de todas las personas. De esta manera, nos hace a todos responsables del cumplimiento de los objetivos comunes que perseguimos como sociedad.


      	Propender al logro y mantenimiento de la paz. Este deber ciudadano es coherente con la concepción de que la paz es un derecho y un deber de obligatorio cumplimiento27, y vincula a todas las personas y a las autoridades a su realización.


      	Colaborar para el buen funcionamiento de la administración de la justicia. Compromete a todas las personas, no sólo con el respeto de las normas y los procedimientos judiciales, sino con las formas de cooperación, para que quienes han recibido la delegación para impartir justicia puedan hacerlo de manera oportuna, acertada y confiable.


      	Proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la conservación de un ambiente sano. Al mismo tiempo que la Constitución garantiza el derecho de todas las personas a un ambiente sano28, también las obliga a su protección y a la conservación de los recursos naturales. De igual manera, impone a todos el deber de proteger aquellos bienes materiales e inmateriales que forman parte de nuestra identidad cultural.


      	Contribuir al financiamiento de los gastos e inversiones del Estado dentro de conceptos de justicia y equidad. Se trata de la obligación de contribuir, mediante el pago de impuestos, a la financiación de las acciones del Estado para hacer posible la equidad de todas las personas y las regiones, mediante el pago de tributos que respondan a criterios justos. No es en vano que la Constitución establece que el sistema tributario se funda en los principios de equidad, eficiencia y progresividad29.

    


    JUSTICIA


    

    

    

    

    

    VIDA Y PRESERVACIÓN DEL AMBIENTE


    

    

    CONOCIMIENTO


    

    

    

    

    

    

    TRABAJO


    

    VALORES Y PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES QUE DEBEN RESPETAR Y ACATAR LAS AUTORIDADES Y LOS SERVIDORES PÚBLICOS


    

    

    SOBERANÍA POPULAR


    

    

    

    PREVALENCIA DEL INTERÉS GENERAL


    

    



    



    

    

    

    LEGALIDAD, RESPONSABILIDAD Y RENDICIÓN DE CUENTAS


    

    

    

    

    SEPARACIÓN DE PODERES


    

    

    

    

    

    

    

    

    

    PAZ, CONVIVENCIA Y SEGURIDAD


    

    

    

    

    

    

    

    
      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      


      
        
      

    

  


  

   


  
    [image: Cubierta]
  


  La Constitución de 1991 es uno de los grandes hitos en la historia reciente de Colombia, una especie de milagro en un país que estaba al borde de la debacle, arrasado por la violencia y el narcotráfico. Sin embargo hoy, más de treinta años después, son muchos los retos aún pendientes.


  De la mano de las juristas María Teresa Garcés, constituyente, y Marcela Romero, secretaria jurídica del gobierno que sentó las bases de la reforma, los lectores podrán comprender las razones por las que era urgente una nueva Constitución. Las autoras presentan las propuestas progresistas y novedosas que han hecho de esta Carta Magna una ruta de cambio profundo para el país y un referente para el resto de América Latina y el mundo, y ofrecen una visión crítica de lo que está por implementarse para que sean posibles los cambios que la Asamblea Constituyente soñó para Colombia.


 

 


   

 


   



  MARÍA TERESA GARCÉS




  (Cali, 1946), consultora, profesora e investigadora a la que tantos colombianos acuden en búsqueda de sensatez, fue una de las cuatro constituyentes mujeres en la Asamblea Nacional Constituyente de 1991, y sus propuestas allí, desde los mecanismos de participación ciudadana hasta la Corte Constitucional y el Defensor del Pueblo, fueron —y son— fundamentales. Es Doctora en Ciencias Jurídicas de la Pontificia Universidad Javeriana con especialización en Derecho Público en La Sorbona. Ha visto de cerca las tres ramas del poder: fue magistrada del Tribunal Contencioso Administrativo del Valle, magistrada del Consejo Nacional Electoral, relatora de la Sala Constitucional de la Corte Suprema, y viceministra de Comunicaciones. Pero también ha conocido a fondo el desarrollo de las ciudades: fue veedora distrital de Bogotá durante la segunda alcaldía de Antanas Mockus. Como litigante, junto con su compañera de universidad Marcela Romero, ha estado velando por los principios de esta democracia.


  MARCELA ROMERO


  (Cartagena, 1948) es una respetada abogada colombiana, Doctora en Ciencias Jurídicas de la Pontificia Universidad Javeriana, que conoce el Estado por dentro. Fue abogada del Consejo de Estado y conjuez de la Corte Constitucional. Dirigió las oficinas jurídicas del Ministerio del Trabajo, de Proexpo, de La Previsora y del IDU, asesoró a la nación y al distrito durante décadas, e hizo parte de numerosas juntas directivas en sucesivos gobiernos. Como secretaria jurídica del Gobierno de Barco le correspondió no sólo idear y poner en marcha soluciones inéditas en medio de una de las épocas más turbulentas del país, sino que luego de estudiar las Constituciones del mundo para llevar a cabo una reforma constitucional de fondo, dejó las bases para la creación de la Asamblea Nacional Constituyente que redactó la Constitución de 1991, en la que participó como asesora de la doctora María Teresa Garcés. Desde su oficina de litigante ha trabajado siempre por la justicia y el desarrollo del país.
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